
El  Consejo  del  Instituto  de Transparencia  e  Información Pública  de Jalisco  (ITEI),  de 
conformidad con las fracciones IV y V del artículo 46 con relación al 110 de la Ley de 
Transparencia  e  Información  Pública  del  Estado  de  Jalisco  (LTIPEJ),  cuenta  con  la 
atribución de vigilar el cumplimiento de las disposiciones de dicho cuerpo normativo e 
interpretarlas en el orden administrativo.

Por tanto, el Consejo del ITEI sensible de la necesidad de elaborar criterios de apoyo para 
la aplicación cotidiana de la LTIPEJ, por iniciativa particular del Presidente, se ha elabora 
el que a continuación se detalla.

Por otro lado, de conformidad con el arábigo 37 fracción V del Reglamento Interior del 
ITEI, la atribución de interpretar en el orden administrativo las disposiciones de la Ley, en 
la Dirección Jurídica y de Capacitación, que en el caso y a través de la Coordinación de 
Procesos Normativos, llevó a cabo dictamen de viabilidad de la iniciativa de los presentes 
criterios; para posteriormente presentarse en sesión ordinaria de 18 de enero de 2011, 
para su análisis y observaciones.

En virtud de lo anterior, y una vez solventadas las observaciones realizadas por parte de 
los  miembros  del  Consejo  de  este  Instituto,  así  como  de  la  Dirección  Jurídica  y  de 
Capacitación,  se  presenta  para  su  aprobación  y  posterior  publicación  en  el  sitio  de 
Internet del Instituto y demás documentos o sitios que eventualmente se precisen, los 
siguientes:

001/2011.-  CRITERIOS  RESPECTO  A  LA  NATURALEZA  Y  ALCANCE  DE  LAS 
RESPUESTAS QUE EMITEN LOS SUJETOS OBLIGADOS EN LAS DECLARACIONES 
DE INFORMACIÓN INEXISTENTE.
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El Pleno del Consejo del  Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, 
tiene a bien autorizar y aprobar los criterios que auxilien a los integrantes de los sujetos 
obligados,  en  la  aplicación  e  interpretación  precisa  del  artículo  77  de  la  Ley  de 
Transparencia  e  Información  Pública  del  Estado  de  Jalisco,  de  conformidad  a  los 
siguientes

CONSIDERANDOS:

I . Que este Consejo,  con fecha  15 quince de diciembre del año 2009 dos mil  nueve, 
autorizó  y  aprobó  los  CRITERIOS  RESPECTO  A  LOS  REQUISITOS  QUE  DEBEN 
REUNIR  LAS  RESPUESTAS  QUE  EMITEN  LOS  SUJETOS  OBLIGADOS  EN  LAS 
DECLARACIONES DE INFORMACIÓN INEXISTENTE Y DE  NO  ACCESO  POR NO 
TENER COMPETENCIA, de los cuales se destaca lo siguiente:

“PRIMERO.- Los sujetos obligados, ante la inexistencia de información deben 
emitir un dictamen en el que expresamente se cite la normatividad aplicable, 
razonar y explicar como es que el hecho concreto se adecua a la hipótesis 
normativa, además de acreditar las causas que derivan en tal premisa.
Entendiendo que los informes de inexistencia de información forzosamente 
deberán contener:
Normatividad aplicable: los artículos de la ley en materia y/o cualquier otra ley 
ajustable al caso en concreto.
Razonamiento o Explicación: Exponer de forma clara y concisa el porque el 
articulo referenciado es aplicado al caso de inexistencia de la información ya 
sea en caso de que ésta no se haya generado o que por otra cuestión ya no 
exista físicamente.
Justificación:  Probar  lo  expuesto  mediante  constancias,  actas 
circunstanciadas,  denuncias de carácter  penal,  o  cualquier  otro  documento 
que pueda acreditar que la información es inexistente.”

Criterios  que  en  términos  generales  aluden  a  los  requisitos  que  deben  reunir  las 
respuestas que concretan una declaración de información inexistente, es decir, se trata de 
un planteamiento genérico, del que se desprende la interpretación de la disposición legal 
que compele para que las declaraciones de inexistencia, cumplan con la triple obligación 
de fundar, motivar y justificar (probar con medios de convicción suficientes).

Derivado  de  la  generalidad  de  aquella  postura,  surge  la  necesidad  de  puntualizar  el 
alcance de justificar o probar hechos según sea su carácter positivo o negativo, de modo 
que el presente documento se emite con estrecha vinculación a los predichos criterios, 
entendiendo que los complementan sin excluirlos.



II. Que el  artículo 6 de la Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de 
Jalisco, en su fracción VII prevé que el derecho a la información pública debe regirse, 
entre otros, por el principio de “celeridad y seguridad jurídica del procedimiento”.
 
III. Que  de  conformidad  con los  artículos  14 y  16 de la  Constitución  Política  de los 
Estados  Unidos  Mexicanos,  el  principio  de  seguridad  jurídica,  parte  del  respeto  y 
aplicación por parte de las autoridades de las formalidades esenciales del procedimiento 
en su actuar, conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho, efectuando actos 
que les sean atribuidos o facultados por las leyes, fundándolos y motivándolos.

IV. Que de conformidad con la  fracción VII  del  artículo 7 de la Ley de la materia,  la 
transparencia se entiende como el “conjunto de disposiciones y actos mediante los cuales 
los sujetos obligados tienen el deber de poner a disposición de las personas solicitantes 
la información pública que poseen y dan a conocer, en su caso, el proceso y la toma de 
decisiones de acuerdo a su competencia, así como las acciones en el ejercicio de sus 
funciones”.

Debiendo tener presente que todo acto, supone una conducta activa o pasiva, es decir, 
actos positivos o negativos,  siempre que se refleje  en un hacer,  o  bien la  omisión o 
abstención de obrar. Actos que se distinguen por los efectos que producen, dicho de otra 
forma, las consecuencias jurídicas de circunstancias concretas, derivan del resultado de 
movimientos positivos u activos, o en su defecto, por pasividad u omisión, lo que implica 
la ausencia de actos.

V. Que los sujetos obligados, se constituyen como promotores y garantes del derecho a la 
información en los términos y alcances de la Ley de Transparencia e Información Pública 
del  Estado  de  Jalisco,  de  conformidad  con  lo  estatuido  por  el  precepto  5º  de  este 
ordenamiento. 

VI.  Que la Ley  de Transparencia e Información Pública del  Estado de Jalisco,  en su 
artículo  77  señala  que  “cuando  a  los  sujetos  obligados  se  les  solicite  información 
inexistente o que no tengan acceso a ella por no ser de su competencia, éstos deberán 
emitir dictamen fundado y motivado, en el que justifiquen esta situación.”.

VII. Que de conformidad con el Diccionario de la Real Academia Española, por justificar, 
se entiende, “Probar algo con razones convincentes, testigos o documentos1”.

De esta forma, se entiende que el legislador impone al sujeto obligado el deber de probar 
y sustentar la inexistencia de información con medios de convicción.

VIII. Por otra parte, el Diccionario de la Real Academia Española, define a la inexistencia 
como la “falta de existencia”.

1 Consulta el día 22 veintidós de febrero de 2011 dos mil once en la página de Intenet:  
http://buscon.rae.es/draeI/SrvltConsulta?TIPO_BUS=3&LEMA=justificar.



De modo que la inexistencia, consiste en un hecho de tipo negativo derivado de la falta 
de  existencia  y  por  disposición  legal,  el  sujeto  obligado  tiene  el  deber  de  probar  tal 
circunstancia, es decir, aportar medios de convicción que verifiquen el hecho negativo.

El jurista Cipriano Gómez Lara2, en relación al objeto de la prueba señala:

“Se ha sostenido tradicionalmente que el objeto de la prueba son los hechos 
jurídicos,  comprendidos  desde  luego  los  actos  jurídicos.  Es  importante 
precisar que, en todo caso, el acto o hecho jurídico objeto de la prueba debe 
implicar la realización de un supuesto normativo del cual las partes infieren 
consecuencias jurídicas que esgrimen como fundamento de sus pretensiones 
(los actores) o de sus resistencias (los demandados). En otras palabras, se 
esgrime la existencia de un hecho –que debe probarse- y tal hecho encaja en, 
o corresponde a la realización de un supuesto normativo que precisamente al 
haberse realizado –objeto de la  prueba-  producirá consecuencias jurídicas, 
esto es, derechos u obligaciones.”

IX.  Que es  principio  de derecho  el  dicho  “el  que afirma está  obligado  a  probar”,  no 
obstante, existen supuestos en los cuales el que niega, debe también probar.3

2 Gómez Lara Cipriano. Derecho Procesal Civil. Editorial Oxford. México. Sexta Edición. (2002) Pág. 113.
3 Se citan diversas tesis de jurisprudencia emitidas por el Poder Judicial de la Federación:
“Novena  Época.  No.  Registro:  177030.  Instancia:  Primera  Sala.  Jurisprudencia.  Fuente:  Semanario  Judicial  de  la 
Federación y su Gaceta. XXII, Octubre de 2005. Materia(s): Penal. Tesis: 1a./J. 116/2005. Página:   181
DELITO CONTRA LA SALUD EN SU MODALIDAD DE TRANSPORTACIÓN. EL DESCONOCIMIENTO, POR PARTE 
DEL INCULPADO, RESPECTO DEL NARCÓTICO TRANSPORTADO, NO CONSTITUYE UNA CAUSA DE EXCLUSIÓN 
DEL DELITO, SINO LA AUSENCIA DEL ELEMENTO COGNITIVO DEL DOLO.
El código punitivo federal, prevé como causa de exclusión del delito, en su artículo 15, fracción VIII, inciso a), el error 
invencible que recaiga sobre uno de los elementos exigidos por la ley para integrar el tipo delictivo.  Dicha causa de 
exclusión se actualiza cuando el agente del delito tiene una falsa apreciación o distorsión -error- sobre uno o más de los 
elementos, objetivos o normativos, del tipo penal. Debe distinguirse el error, que no implica más que un conocimiento falaz, 
de la ignorancia, que implica un desconocimiento total. La ignorancia supone la falta absoluta de toda representación y 
consiste en una entera ausencia de noción sobre un objeto determinado, mientras que error, supone una idea falsa, una 
representación errónea de un objeto cierto.  De lo anterior que el desconocimiento del narcótico transportado, respecto del 
delito contra la salud en su modalidad de transportación, previsto en el artículo 194, fracción I, del Código Penal Federal, no  
actualice la causa de exclusión analizada, consistente en un error sobre un elemento del tipo, a saber, el objeto material, 
sino que únicamente denota la ignorancia respecto del mismo, lo que en su caso, daría lugar a la ausencia del dolo, al 
faltar el elemento cognitivo constitutivo del mismo. Por ello, para que se actualizara un error sobre el objeto material del 
delito, sería necesario que el sujeto activo hubiese tenido una falsa concepción sobre su esencia, esto es, que hubiese 
creído  que el  narcótico no  era tal,  sino  cualquier  otra  sustancia que pudiese transportar  lícitamente.  De ello  que  no 
corresponda la carga de la prueba de dicho desconocimiento al inculpado, lo que sí acontecería de actualizar éste una 
causa de exclusión del delito, atento al principio de que quien afirma está obligado a probar .

Contradicción de tesis 68/2005-PS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado del Octavo Circuito. 3 de agosto de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Miguel Enrique Sánchez Frías.
Tesis de jurisprudencia 116/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de 
dos mil cinco.”

“Novena  Época.  No.  Registro:  171171.  Instancia:  Segunda  Sala.  Jurisprudencia.  Fuente:  Semanario  Judicial  de  la 
Federación y su Gaceta. XXVI, Octubre de 2007. Materia(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 195/2007. Página:   243.
FIRMA AUTÓGRAFA.  LA CARGA DE  LA PRUEBA CORRESPONDE  A LA AUTORIDAD  QUE  EMITIÓ  EL ACTO 
IMPUGNADO, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME QUE ÉSTE LA CONTIENE.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los actos administrativos, para su validez, deben contener la 
firma autógrafa de la autoridad competente que los emite. Por otro lado, es principio de derecho que "quien afirma está 
obligado a probar"; sin embargo, no toda afirmación obliga a quien la hace a demostrarla, ya que para ello es requisito 
que se trate de afirmaciones sobre hechos propios. Ahora bien, si la actora en su demanda de nulidad plantea que el acto 
impugnado  no cumple  con el  requisito  de  legalidad  que exigen los  artículos  38,  fracción  V,  del  Código  Fiscal  de  la 
Federación y  16 de la  Constitución Política de los  Estados Unidos Mexicanos,  por  no  contener  firma autógrafa,  esta 
manifestación no es apta para estimar que es a ella a quien corresponde la carga de la prueba, ya que no se trata de una 
afirmación sobre hechos propios, sino únicamente del señalamiento de un vicio que podría invalidar al acto impugnado. En 



cambio, si la autoridad que emitió la resolución impugnada en su contestación a la demanda manifiesta que el acto cumple 
con el requisito de legalidad por calzar firma autógrafa, ésta sí constituye una afirmación sobre hechos propios que la 
obliga a demostrar, a través de la prueba pericial grafoscópica, la legalidad del acto administrativo, en aquellos casos en 
que no sea posible apreciar a simple vista si la firma que calza el documento es autógrafa.

Contradicción de tesis 192/2007-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y 
el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 3 de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: 
Genaro David Góngora Pimentel. Secretarios: Bertín Vázquez González y Javier Arnaud Viñas.
Tesis de jurisprudencia 195/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal,  en sesión privada del diez de 
octubre de dos mil siete.
Nota: En la  certificación de la  tesis que se hizo llegar para efectos de su publicación en el  Semanario Judicial  de la 
Federación y su Gaceta,  únicamente aparece como secretario  Javier  Arnaud Viñas.  Se adicionó el nombre de Bertín 
Vázquez González en atención al contenido de la ejecutoria dictada en la contradicción de tesis 192/2007-SS.”
Octava Época.  No.  Registro:  226432.  Instancia:  Tribunales Colegiados  de Circuito.  Jurisprudencia.  Fuente:  Semanario 
Judicial de la Federación. V, Segunda Parte-2, Enero a Junio de 1990. Materia(s): Administrativa, Común. Tesis: I.3o.A. 
J/21. Página:   660. Genealogía: Gaceta número 28, Abril de 1990, página 47.

ACTOS RECLAMADOS. ACTO NEGATIVO Y NEGATIVA DEL ACTO. SON DOS COSAS DISTINTAS. CARGA DE LA 
PRUEBA.
Todo acto, por definición, supone la existencia de una conducta ya sea activa o pasiva. Dentro de la clasificación de los 
actos reclamados se distinguen entre los positivos y los negativos, considerando a los primeros como los que implican un 
hacer y a los segundos como los que reflejan una omisión o abstención. Así, para diferenciarlos se atiende a su naturaleza 
y a los efectos que producen respecto de la realidad. Por otra parte, la esencia del acto negativo versa, exclusivamente, 
sobre su característica que denota la omisión o la abstención de aquella a quien se atribuye. La negativa del acto, por lo 
contrario, no atiende a la naturaleza de aquél sino que propiamente constituye sólo una expresión sobre su existencia. En  
ello radica precisamente la diferencia entre un acto negativo y la negativa del acto. Como no se trata de conceptos iguales, 
la carga de la prueba en uno y otro supuesto se distribuye en forma desigual. La negativa simple del acto libera a quien la 
formula de la necesidad de probarla, pues, lógicamente, no es factible demostrar lo que se ha negado; de tal suerte que la 
carga de probar recae en su contraparte. En otro orden de ideas, si la negativa del acto no es simple sino calificada porque 
importa una afirmación, entonces quien la produce sí se encuentra en la necesidad de justificarla. La regla en cuestión se 
encuentra prevista por el artículo 82 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de 
Amparo,  al  disponer  que  el  que niega  sólo está  obligado a  probar,  entre  otras  hipótesis,  cuando la  negación 
envuelva la afirmación expresa de un hecho. En tal virtud, si el acto por su naturaleza es negativo y aquella a quien se 
atribuye lo niega, no corresponde a su contraparte demostrar la existencia de ese acto debido a que, ciertamente, no se 
encuentra en la posibilidad de probar la omisión o la abstención de su contraria sino que, como la negativa expresada por 
ésta encierra la afirmación de que no incurrió en ellas, debe acreditarlo. En suma, como la manifestación respecto de la 
existencia del acto no modifica la naturaleza de éste, en tanto que se trata de cosas diferentes, debe concluirse que si las 
autoridades responsables en su informe niegan la existencia de los actos, esa consideración no les imprime a éstos el 
carácter de negativos.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo en revisión 1463/88. Guadalupe Carrillo García. 2 de agosto de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos 
Alfredo Soto Villaseñor. Secretaria: Margarita Yolanda Huerta Viramontes.
Incidente en revisión 2583/88. Saúl Bastida Marín. 10 de enero de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alfredo 
Soto Villaseñor. Secretario: Juan Montes Cartas.
Incidente en revisión 2603/88. Tirso Bastida Maya. 10 de enero de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alfredo 
Soto Villaseñor. Secretaria: Margarita Yolanda Huerta Viramontes.
Incidente en revisión 1893/89. Agustín Ibarra López. 10 de octubre de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David 
Góngora Pimentel. Secretaria: Adriana Leticia Campuzano Gallegos.
Amparo en revisión 503/90. Cándido Llanos Flores y otra. 28 de marzo de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando 
Lanz Cárdenas. Secretario: Juan Carlos Cruz Razo.
Nota: La presente tesis no fue reiterada como vigente para los efectos de la publicación del Apéndice 1917-1995, según los 
acuerdos a que llegó la Comisión encargada de su integración, quedando a salvo las atribuciones de los órganos judiciales 
federales  para  aplicarla,  reiterarla,  interrumpirla  o  modificarla  en  los  términos  que  establecen  las  disposiciones 
constitucionales y legales.



X . Por  su  parte,  el  Código  de  Procedimientos  Civiles  del  Estado  de  Jalisco,  señala 
diversos supuestos en los cuales el  que niega está obligado a probar,  tal  y como se 
aprecia en el artículo 287 que señala:

“Artículo 287.- El que niega sólo está obligado a probar:
I. Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;
II. Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; 
III. Cuando se desconozca la capacidad; y
IV. Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”

Mientras que Cipriano Gómez Lara4, señala que “en cuanto al carácter positivo o negativo 
de un hecho o acto, no parece haber ninguna base, ni racional ni científica, que permita la 
distinción que depende, en todo caso, de la estructura gramatical de la frase u oración en 
que se haga la postulación del hecho. En otras palabras, el hecho jurídico en sí es neutral 
en cuanto a una calificación de la expresión significativa a través de la cual la persona, el 
ser pensante, sostiene la existencia o no del hecho jurídico. Además, en las formas de 
decir  las cosas,  cuando se hace expreso lo  negativo puede haber  aspectos positivos 
implícitos,  y viceversa. Ejemplo: si  alguien afirma que es soltero (hecho positivo)  está 
negando ser casado, viudo o divorciado (hechos negativos); si alguien afirma estar hoy en 
determinado lugar (positivo) niega estar en otros lugares al mismo tiempo (negativo); si se 
niega haber estado en Guadalajara en determinada fecha (negativo), hay la afirmación 
implícita de haber estado necesariamente en otro lugar (positivo)”.

XI. Que la Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco, dentro del 
citado  artículo  77,  impone  la  obligación  de  justificar,  tanto  para  las  declaraciones  de 
información inexistente, como en los casos en que no se tenga acceso por no ser de su 
competencia; sin embargo, en el segundo supuesto se debe precisar que la competencia 
se funda y sustenta en las leyes y reglamentos, de modo que los pronunciamientos de los 
sujetos  obligados  relativos  a  la  incompetencia  legal,  se  satisface  con  el  dictamen 
debidamente fundado y motivado, sin que sea necesario justificar el supuesto, dado que 
es principio de derecho el que reza que: “sólo los hechos son objeto de prueba, no así el 
derecho”.

XII .  Que  este  Consejo,  en  la  resolución  de  los  recursos  de  revisión  relativos  a  las 
declaraciones de información inexistente, advierte que los sujetos obligados incumplen 
con la obligación de fundar, motivar y principalmente justificar tal circunstancia.

Por lo anterior, el Pleno del Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública 
de Jalisco, tiene a bien aprobar, para su posterior publicación en el portal de Internet de 
este Instituto, los siguientes: 

CRITERIOS

4 Gómez Lara Cipriano. Derecho Procesal Civil. Editorial Oxford. México. Sexta Edición. (2002) Págs. 113 y 114.



PRIMERO.-  Las respuestas que emiten los sujetos obligados,  ante  la  inexistencia  de 
información, constituyen pronunciamientos sobre hechos de tipo negativo.

SEGUNDO.- La declaración de información inexistente debe emitirse de forma fundada y 
motivada, en la cual, se dé a conocer el aspecto positivo o negativo del hecho, reflejando 
el hacer, o bien la omisión o abstención de obrar del sujeto obligado, tal y como se refleja 
de  la  Ley  de  Transparencia  e  Información  Pública  del  Estado  de  Jalisco  y  su 
interpretación  en  los  CRITERIOS  RESPECTO  A  LOS  REQUISITOS  QUE  DEBEN 
REUNIR  LAS  RESPUESTAS  QUE  EMITEN  LOS  SUJETOS  OBLIGADOS  EN  LAS 
DECLARACIONES DE INFORMACIÓN INEXISTENTE Y DE NO ACCESO POR NO 
TENER COMPETENCIA..

TERCERO.-  De  conformidad  con  la  Ley  de  la  materia,  los  sujetos  obligados  deben 
justificar,  es  decir,  demostrar  con  medios  probatorios  suficientes,  y  sustentar  las 
declaraciones de información inexistente, siempre que el pronunciamiento conlleve una 
afirmación, o bien, cuando estando obligado a generar o poseer la información, no la 
tenga.

Guadalajara, Jalisco, a 1º de marzo de 2011. Se autorizaron y aprobaron los presentes 
001/2011.-  CRITERIOS  RESPECTO  A  LA  NATURALEZA  Y  ALCANCE  DE  LAS 
RESPUESTAS QUE EMITEN LOS SUJETOS OBLIGADOS EN LAS DECLARACIONES 
DE INFORMACIÓN INEXISTENTE.

Publíquese en el sitio de Internet del Instituto de Transparencia e Información Pública de 
Jalisco y en los medios que eventualmente se estime pertinente para su debida difusión.

Así lo acordó el Consejo del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco, 
en  la  Séptima  Sesión  Ordinaria,  de  fecha  1º  de  marzo  de  2011,  ante  el  Secretario 
Ejecutivo quien certifica y da fe. 

Mtro. Jorge Gutiérrez Reynaga.
Presidente del Consejo

Dr. José Guillermo García Murillo                          Dr. Guillermo Muñoz Franco
Consejero Titular            Consejero Titular

 Lic. Alvaro Ruvalcaba Ascencio.
Secretario Ejecutivo 

LRFM



ANEXO ÚNICO
Ejemplos5 de declaración de inexistencia

Caso 1. 
Negativa con expresión simple y llana

Solicitud

Copia simple o certificada del acuerdo u oficio en que se impone sanción administrativa al 
servidor público “X”.

Respuesta del sujeto obligado

De conformidad con el artículo 26 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de 
Jalisco y sus Municipios,  los  servidores públicos no podrán ser  sancionados,  sin que 
previamente exista un procedimiento en el cual se otorgue la debida garantía de audiencia.

Bajo esta premisa,  se tiene que no se ha abierto procedimiento de responsabilidad 
alguno en contra del servidor público “X”, de modo que deviene la conclusión de que 
no se tiene acuerdo, oficio o documento alguno relativo a sanción administrativa.

En mérito de lo anterior se concluye que la información es inexistente en términos de lo 
dispuesto  por  el  artículo  77  de  la  Ley  de  Transparencia  e  Información  Pública  del 
Estado de Jalisco.

Reflexiones del caso

Se puede advertir que se funda la inexistencia, es decir, se aluden preceptos normativos 
aplicables, y se razona la aplicación o inaplicación de sus consecuencias, y finalmente, se 
sustenta la inexistencia en un hecho negativo puro que no conlleva afirmación alguna, de 
modo que no existe obligación de justificar o allegar pruebas.

5 Todos los ejemplos son ilustrativos, parten de consideraciones hipotéticas para servir de guía al contenido del criterio.



Caso 2. 
Hecho negativo que encierra una afirmación

Solicitud

Copia simple o certificada del nombramiento del servidor público “Y”.

Respuesta del sujeto obligado

De conformidad con lo  regulado por  la Ley para  los Servidores Públicos del  Estado de 
Jalisco y sus Municipios en su artículo 2, los asesores o consultores no son considerados 
como servidores públicos, por su parte el artículo 16 del ordenamiento de mérito alude a los 
tipos de nombramientos de los servidores públicos.

Ahora  bien,  el  ciudadano  “Y”,  es  considerado  como  prestador  de  servicios 
profesionales, cuyo objeto es prestar asesoría a este sujeto obligado, de modo que la 
relación jurídica que se tiene es de tipo civil, y por ende no es servidor público, lo 
anterior, deriva en que no se le expida nombramiento. 

Para efecto de comprobar lo señalado, se anexa copia del contrato de prestación de 
servicios profesionales.

Por lo referido se colige que la información es inexistente en términos de lo dispuesto por el 
artículo 77 de la Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco.

Reflexiones del caso

En el caso ejemplificado se funda la inexistencia, es decir, se aluden preceptos normativos 
aplicables, y se razona la aplicación o inaplicación de sus consecuencias, y finalmente, se 
sustenta la inexistencia en un hecho negativo puro que sí conlleva afirmación, es decir, la 
falta de nombramiento deviene del hecho o afirmación de existir documento que acredita 
relación jurídica diversa, de modo que sí existe obligación de justificar o allegar pruebas.



Caso 3.
Negativa de información que debiese generar o poseer

Solicitud

En relación a la obra de edificación “Z”, se solicita copia del proyecto ejecutivo de la obra.

Respuesta del sujeto obligado

De conformidad con el  artículo  277 del  Código Urbano para el  Estado de  Jalisco,  para 
efectos de tramitar cualquier permiso de construcción, se requiere entre otros elementos, 
de la autorización del proyecto ejecutivo de la obra, por parte de la dependencia técnica 
municipal, no obstante, del expediente instaurado en  torno a la obra de edificación “Z”, se 
advierte la falta de éste, observándose que de la secuencia de los documentos integrantes, 
se desprende la previa recepción y posesión del documento.

En  virtud  de  lo  anterior,  se  levantó  acta  circunstanciada  del  hecho,  notificando  a  la 
autoridad competente para efecto de que se lleven a cabo las acciones pertinentes en torno 
a la posible sustracción del documento, se anexa copia del acta de mérito, con la finalidad 
de demostrar lo aseverado.

Por  lo referido se colige que la  información es inexistente  en términos de lo  dispuesto por  el 
artículo 77 de la Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco.

Reflexiones del caso

En el supuesto presentado se funda la inexistencia, al referir el artículo aplicable, y se razona la 
falta de la constancia derivada de una posible sustracción, finalmente, al tratarse de un documento 
necesario para un trámite, se parte de la obligación de ser recibido y de poseer el mismo, no 
obstante, el  hecho fáctico es que no se encuentra entre los expedientes -en éste ejemplo, se 
reitera se trata de una posible sustracción-, lo que genera la obligación de justificar el dicho, lo que 
se actualiza mediante el acta circunstanciada de hechos presentada a la dependencia competente 
para darle tramite.

EL PRESENTE ANEXO, FORMA PARTE INTEGRAL DE LOS “CRITERIOS RESPECTO 
A LA NATURALEZA Y ALCANCE DE LAS RESPUESTAS QUE EMITEN LOS SUJETOS 
OBLIGADOS  EN  LAS  DECLARACIONES  DE  INFORMACIÓN  INEXISTENTE” 
APROBADOS  CON  FECHA DE  1º  DE  MARZO  DE  2011  DOS  MIL  ONCE,  EN  LA 
SÉPTIMA  SESIÓN  ORDINARIA,  MISMOS  QUE  CONSTAN  DE  11  ONCE  FOJAS, 
INCLUIDO EL PRESENTE ANEXO.


